
 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO CIVIL CON CONOCIMIENTO EN PROCESOS LABORALES  
Girardota, Antioquia, Octubre primero (01) de dos mil veinte (2020)  

 

 

 

 

 

 

 
 

 

1. OBJETO DE LA DECISIÓN  

 

De conformidad con lo dispuesto en el decreto 2591 de 1991, reglamentario de la tutela 
consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política de 1991, en la oportunidad 
legal correspondiente, procede este Despacho a proferir la sentencia que resuelva, en 
primera instancia, la acción de tutela interpuesta por el señor DEYVER ANTONIO 
TAPIAS MENA contra la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA 
ATENCION Y REPARACION INTEGRAL A LAS VICTIMAS. 

 
 

2. ANTECEDENTES 
 

2.1. De la protección solicitada 

 

El señor DEYVER ANTONIO TAPIAS MENA, pretende que por vía de esta ACCIÓN 

CONSTITUCIONAL, le sea salvaguardado el derecho de las personas en situación de 

desplazamiento y en particular, el de petición, que considera vulnerado por parte de la 

UNIDAD PARA LA ATENCIÓN y REPARACIÓN INTEGRAL A VÍCTIMAS, 

representada por su Director, Dr.. Ramón Alberto Rodríguez Andrade, al no darle 

respuesta oportuna al derecho de petición que radicó en la UARIV el 20 de agosto de 

2020.  

 

En los hechos contenidos en el escrito tutelar, relata, en síntesis, que es víctima del 

conflicto armado, por el hecho victimizante de desplazamiento forzado; que el 20 de 

agosto de 2020 elevó derecho de petición solicitando a la UARIV el pago de la 

indemnización administrativa por desplazamiento forzado, sin que a la fecha de 

presentación de la acción de tutela, haya recibido respuesta en tal sentido.  Por lo que 

solicita le esa tutelado sus derechos fundamentales y en consecuencia se le ordene a 

la UARIV le haga entrega de la carta cheque contentiva de la reparación pro el hecho 

victimizante de desplazamiento, por encontrarse cumplidos los términos de la petición 

y no le han dado respuesta.  

 

Como elemento de prueba allega el accionante copia del derecho de petición al que 

hace referencia, en el cual consta dentro de su contenido lo siguiente: “ solicito me 

notifiquen turno GAC fecha de pago para la indemnización administrativa por 

Proceso Acción de Tutela  

Accionante Deyver Antonio Tapias Mena 

Accionada Unidad para la Atención y Reparación 

Integral a las Víctimas –UARIV- 

Radicado 05308-31-03-001-2020-00146-00 

Sentencia  S.G. 96 S.T. 035 



   

2 

 

desplazamiento forzado, ya que se cumplieron los 120 días y no han dado ninguna 

respuesta” … “ ya estoy reconocido para pago solicito el desembolso”. Folio 3 anexo 

al escrito de tutela. 

 

 

 

2.2. TRÁMITE Y RÉPLICA 

 

La acción de tutela fue admitida por auto del pasado 21 de septiembre de 2020, 

providencia en la que se dispuso notificar a la entidad accionada, se le advirtió que 

contaba con el término de dos (2) días para ejercer su derecho de defensa; diligencia 

que se llevó a cabo el 22 de septiembre del presente año, vía correo electrónico, quien 

al dar respuesta a la presente acción de tutela manifestó que por medio de la 

Resolución No. 04102019-509054 del 13 de marzo de 2020, se reconoció al señor 

DEIVER ANTONIO TAPIAS MENA la medida de indemnización administrativa por el 

hecho victimizante DESPLAZAMIENTO FORZADO, y  se dispuso aplicar el “Método 

Técnico de Priorización” con el fin de disponer el orden de la entrega de la 

indemnización reconocida. Dicha resolución le fue notificada personalmente el 11 de 

agosto de 2020. 

 

Señala que, teniendo en cuenta que en el caso del accionante no se acreditó una 

situación de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad contemplados en el artículo 

4 de la Resolución 1049 de 2019, esto es i) tener más de 74 años de edad, o, ii) tener 

enfermedad(es) huérfanas, de tipo ruinoso, catastrófico o de alto costo definidas como 

tales por el Ministerio de Salud y Protección Social, o iii) tener discapacidad que se 

certifique bajo los criterios, condiciones e instrumentos pertinentes y conducentes que 

establezca el Ministerio de Salud y Protección Social o la Superintendencia Nacional 

de Salud; por lo tanto el método técnico de priorización en su caso particular se aplicará 

en el primer semestre del año 2021, y se informará su resultado. Si dicho resultado le 

permite acceder a la entrega de la indemnización administrativa en el año 2021, será 

citado para efectos de materializar la entrega de la indemnización. Ahora bien, sí 

conforme a los resultados de la aplicación del Método no resulta viable el acceso a la 

medida de indemnización en 2021, la Unidad le informará las razones por las cuales 

no fue priorizado y la necesidad de aplicar nuevamente el Método para el año 

siguiente. 

 

Indica que, el sistema de priorización establecido se alinea con el interés público y 

social, pues mantiene coherencia con el alcance de la sostenibilidad fiscal, la cual fue 

abordada por la Corte Constitucional en la Sentencia C-753 de 2013 que la reconoce 

como un instrumento orientador de la política de víctimas para el reconocimiento 

progresivo de la indemnización administrativa; quedando así demostrado que la 

accionada no ha vulnerado ni ha puesto en riesgo ningún derecho fundamental del 

señor DEYVER ANTONIO TAPIAS MENA. 

 

Solicita se declare la figura jurídica de hecho superado, es decir que están satisfechos 

los derechos fundamentales invocados por el accionante, queda demostrado en la 

presente contestación que la Entidad no incurrió en la vulneración alegada, en 

consecuencia “la orden del juez de tutela relativa a lo solicitado en la demanda de 

amparo no surtiría ningún efecto, esto es, caería en el vacío. 
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Por lo que solicita se nieguen las pretensiones invocadas por el accionante, en el 

escrito de tutela, en razón a que la Unidad para las Víctimas, realizó dentro del marco 

de su competencias, todas las gestiones necesarias para cumplir los mandatos legales 

y constitucionales, evitando que se vulneren o pongan en riesgo sus derechos 

fundamentales. 

 

 

2.3. PROBLEMA JURÍDICO 

 

Frente a los fundamentos de hecho y de derecho puestos a consideración por la 

accionante mediante el ejercicio de la presente acción de tutela y atendida la 

naturaleza jurídica de ésta, corresponde a este Despacho establecer si la conducta 

omisiva de la entidad pública accionada frente al derecho de petición formulado por la 

accionante, vulnera o amenaza los derechos fundamentales cuya protección se 

demanda, para lo cual se precisan las siguientes,  

 

3. CONSIDERACIONES 

 

3.1. Generalidades de la acción de tutela  

 

La Acción de Tutela fue implementada por la Constitución Nacional, como medio 

idóneo y eficaz para proteger los Derechos Fundamentales de las personas, cuando 

son amenazados o violentados, bien por las autoridades públicas, ora por los 

particulares encargados de prestar un servicio público. Dicha protección tuitiva tan sólo 

procede ante la ausencia de mecanismos legales, idóneos y eficaces para proteger los 

mencionados derechos y, por ende, la tutela no procede como mecanismo alterno, 

sustituto o paralelo a la ley.  

 

Sea lo primero en determinar, que acorde con lo establecido por el artículo 37 del 

Decreto 2591 de 1991, y el artículo 10 del Decreto 1382 de 2000, por la naturaleza del 

asunto objeto de la acción y el lugar de ocurrencia de los hechos fundamento de la 

misma, es competente ésta agencia judicial para conocer y decidir respecto de la 

presente acción de tutela. 

 

 

3.2. El derecho de petición.  

 

El DERECHO DE PETICIÓN consagrado en el artículo 23 de la Carta Política goza del 

carácter de derecho fundamental y su contenido y alcance ha sido objeto de múltiples 

pronunciamientos por nuestra Corte Constitucional; Corporación que ha dejado 

claramente establecido que su garantía conlleva el que la respuesta a un derecho de 

petición interpuesto ante autoridad pública o privada (i) debe ser pronta y oportuna, (ii) 

puede ser favorable o no al peticionario, (iii) debe resolver de fondo lo solicitado de 

manera a) clara, b) precisa y c) congruente con lo solicitado; y (iv) que debe ser dada 

a conocer al ciudadano que ha solicitado el derecho. 

 

Asimismo, ha sostenido este Alto Tribunal que las respuestas a un derecho de petición 

deben atender a los criterios de suficiencia, efectividad y congruencia, con el fin de que 

se entienda satisfecho el derecho fundamental de petición y al efecto ha indicado que 

una respuesta es suficiente cuando resuelve materialmente la solicitud y satisface los 



   

4 

 

requerimientos del solicitante, sin perjuicio de que la contestación sea negativa a las 

pretensiones del peticionario; es efectiva si soluciona el caso que se plantea (artículos 

2, 86 y 209 de la C.P.); y es congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo 

pedido, de tal manera que la solución verse sobre lo planteado y no sobre un tema 

semejante, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional”. 

 

3.3.- Requisitos para que la población en situación de desplazamiento forzado 

pueda acceder a la indemnización administrativa 

 

El capítulo séptimo de la Ley 1448 de 2011 reglamentó la indemnización administrativa 

para las personas que hayan sido víctimas del punible de desplazamiento forzado, 

sobre el particular indicó: 

 

“ARTÍCULO 132. REGLAMENTACIÓN. El Gobierno Nacional, reglamentará dentro de 

los seis (6) meses siguientes a la promulgación de la presente Ley, el trámite, 

procedimiento, mecanismos, montos y demás lineamientos para otorgar la 

indemnización individual por la vía administrativa a las víctimas. Este reglamento 

deberá determinar, mediante el establecimiento de criterios y objetivos y tablas de 

valoración, los rangos de montos que serán entregados a las víctimas como 

indemnización administrativa dependiendo del hecho victimizante, así como el 

procedimiento y los lineamientos necesarios para garantizar que la indemnización 

contribuya a superar el estado de vulnerabilidad en que se encuentra la víctima y su 

núcleo familiar. De igual forma, deberá determinar la manera en que se deben articular 

las indemnizaciones otorgadas a las víctimas antes de la expedición de la presente 

ley. 

 

Parágrafo 1°. El presente artículo surtirá efectos para las indemnizaciones 

administrativas que sean entregadas a partir de la fecha de expedición de la presente 

ley, así la solicitud fuese hecha con anterioridad.  

 

Parágrafo 2º. El Comité Ejecutivo de que trata los artículos 164 y 165 de la presente 

ley será el encargado de revisar, por solicitud debidamente sustentada del Ministro de 

Defensa, el Procurador General de la Nación o el Defensor del Pueblo, las decisiones 

que conceden la indemnización por vía administrativa. Esta solicitud de revisión 

procederá por las causales y en el marco del procedimiento que determine el Gobierno 

Nacional. 

 

En este sentido, el Comité Ejecutivo cumplirá las funciones de una instancia de revisión 

de las indemnizaciones administrativas que se otorguen y establecerá criterios y 

lineamientos que deberán seguir las demás autoridades administrativas a la hora de 

decidir acerca de una solicitud de indemnización. La decisión que adopte el Comité 

Ejecutivo será definitiva y mientras ejerce la función de revisión no se suspenderá el 

acceso por parte de la víctima a las medidas de asistencia, atención y reparación de 

que trata la presente ley. 

 

Parágrafo 3º. La indemnización administrativa para la población en situación de 

desplazamiento se entregará por núcleo familiar, en dinero y a través de uno de los 

siguientes mecanismos, en los montos que para el efecto defina el Gobierno Nacional: 

 

I. Subsidio integral de tierras; 
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II. Permuta de predios; 

III. Adquisición y adjudicación de tierras; 

IV. Adjudicación y titulación de baldíos para población desplazada; 

V. Subsidio de Vivienda de Interés Social Rural, en la modalidad de mejoramiento de 

vivienda, construcción de vivienda y saneamiento básico, o 

VI. Subsidio de Vivienda de Interés Social Urbano en las modalidades de adquisición, 

mejoramiento o construcción de vivienda nueva. 

 

Parágrafo 4º. El monto de los 40 salarios mínimos legales vigentes del año de 

ocurrencia del hecho, que hayan sido otorgados en virtud del artículo 15 de la Ley 418 

de 1997 por la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación 

Internacional con motivo de hechos victimizantes que causan muerte o desaparición 

forzada, o el monto de hasta 40 salarios mínimos legales vigentes otorgados por la 

incapacidad permanente al afectado por la violencia, constituyen indemnización por 

vía administrativa”. 

 

Del mismo modo, la UARIV ha manifestado que la indemnización administrativa se 

entrega a las personas que hayan sido víctimas de los delitos de homicidio, 

desaparición forzada, secuestro, lesiones personales que generaron incapacidad 

permanente o discapacidad, lesiones personales que generaron incapacidad, 

reclutamiento ilícito de niños, niñas y adolescentes, delitos contra la libertad e 

integridad sexual, incluidos niños, niñas y adolescentes nacidos como consecuencia 

de una violación sexual en el marco del conflicto armado, tortura, tratos crueles, 

inhumanos o degradantes y desplazamiento forzado. Sobre este último señala: 

 

“La indemnización se distribuirá por partes iguales entre los miembros del grupo 

familiar víctima del desplazamiento forzado incluidos en el Registro Único de 

Víctimas. En virtud de la Sentencia SU-254 de 2013, habrá núcleos familiares que 

recibirán 27 SMLMV y otros que recibirán 17 SMLMV”1. 

 

El monto de indemnización por vía administrativa para víctimas de desplazamiento 

forzado, se encuentra fijado por el artículo 149 del Decreto 4800 de 2011 que regula 

los montos de la indemnización por vía administrativa. Al respecto establece que 

“Independientemente de la estimación del monto para cada caso particular de 

conformidad con lo establecido en el artículo anterior, la Unidad Administrativa 

Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas podrá reconocer por 

indemnización administrativa los siguientes montos: 

 

(…) 

 

Por desplazamiento forzado, hasta diecisiete (17) salarios mínimos mensuales 

legales”. 

 

A su vez, el artículo 151 del mismo decreto señala que las personas que hayan sido 

incluidas en el registro único de víctimas tendrán derecho a solicitar la respectiva 

indemnización administrativa. 

 

 
1 http://www.unidadvictimas.gov.co/es/indemnizaci%C3%B3n/8920. Consulta del 5 de mayo de 2018.  

http://www.unidadvictimas.gov.co/es/indemnizaci%C3%B3n/8920
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“Artículo 151. Procedimiento para la solicitud de indemnización. Las personas que 

hayan sido inscritas en el Registro Único de Víctimas podrán solicitarle a la Unidad 

Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, la 

entrega de la indemnización administrativa a través del formulario que esta disponga 

para el efecto, sin que se requiera aportar documentación adicional salvo datos de 

contacto o apertura de una cuenta bancaria o depósito electrónico, si la Unidad 

Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas lo 

considera pertinente. Desde el momento en que la persona realiza la solicitud de 

indemnización administrativa se activará el Programa de Acompañamiento para la 

Inversión Adecuada de los Recursos de que trata el presente decreto. 

 

La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las 

Víctimas entregará la indemnización administrativa en pagos parciales o un solo pago 

total atendiendo a criterios de vulnerabilidad y priorización. 

 

Para el pago de la indemnización administrativa la Unidad Administrativa Especial para 

la Atención y Reparación Integral a las Víctimas no deberá sujetarse al orden en que 

sea formulada la solicitud de entrega, sino a los criterios contemplados en desarrollo 

de los principios de progresividad y gradualidad para una reparación efectiva y eficaz, 

de conformidad con lo establecido en el artículo 8 del presente decreto. 

 

Parágrafo 1°. En los procedimientos de indemnización cuyo destinatarios o 

destinatarias sean niños, niñas y adolescentes, habrá acompañamiento permanente 

del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. En los demás casos, habrá un 

acompañamiento y asesoría por parte del Ministerio Público. 

 

Parágrafo 2°. La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral 

a las Víctimas deberá orientar a los destinatarios de la indemnización sobre la opción 

de entrega de la indemnización que se adecúe a sus necesidades, teniendo en cuenta 

el grado de vulnerabilidad de la víctima y las alternativas de inversión adecuada de los 

recursos en los términos del artículo 134 de la Ley 1448 de 2011. La víctima podrá 

acogerse al programa de acompañamiento para la inversión adecuada de la 

indemnización por vía administrativa independientemente del esquema de pago por el 

que se decida, sin perjuicio de que vincule al programa los demás recursos que perciba 

por concepto de otras medidas de reparación”. 

 

La Corte Constitucional, a través de la sentencia SU-254 de 20132 unificó los criterios 

jurídicos a partir de los cuales se efectúa la reparación integral e indemnización 

administrativa a víctimas del desplazamiento forzado y de graves violaciones a los 

derechos humanos. En esa oportunidad, la Corte se pronunció in extenso sobre los 

siguientes ejes temáticos: (i) los derechos de las víctimas a la verdad, justicia y 

reparación integral en el marco del derecho internacional humanitario y derecho 

internacional de los derechos humanos; (ii) la jurisprudencia constitucional en sede de 

control abstracto  sobre los derechos de las víctimas a la verdad, a la justicia y a la 

reparación; (iii) la jurisprudencia constitucional en el marco del seguimiento a la 

Sentencia T-025 de 2004 y sus autos de cumplimiento sobre reparación a víctimas de 

desplazamiento forzado; (iv) la jurisprudencia del Consejo de Estado en materia de 

 
2 Analizó los casos en los cuales procede la indemnización para la población víctima de desplazamiento forzado, 

reconociendo el derecho fundamental de ellas a reparación integral. 
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reparación integral a víctimas del desplazamiento forzado en el marco de procesos 

contencioso administrativos; (v) el nuevo marco jurídico institucional para la reparación 

integral a víctimas, de conformidad con la Ley 1448 de 2011 y sus decretos 

reglamentarios; (vi) los recientes pronunciamientos de la Corte Constitucional en 

relación con la Ley 1448 de 2011. 

  

“Sobre el alcance de esta sentencia de unificación esta Corporación precisó que la 

protección de los derechos fundamentales de las víctimas debe hacerse extensiva a 

otras personas  “intercomunis” que no han acudido a la acción de tutela o que habiendo 

acudido no eran demandantes dentro de los casos en esa oportunidad en estudio, pero 

que sin embargo, se encuentren en situaciones de hecho o de derecho similares o 

análogas. Al respecto, la Corte se pronunció así: 

  

“La Corte ha sostenido que existen circunstancias en las cuales la protección de los 

derechos fundamentales de los accionantes debe hacerse extensiva a otras personas 

o ciudadanos que no han acudido a la acción de tutela o que habiendo acudido no son 

demandantes dentro de los casos bajo estudio, pero que sin embargo, se encuentran 

en situaciones de hecho o de derecho similares o análogas a las de los actores. En 

estos casos, ha establecido esta Corporación que la acción de tutela no debe limitarse 

a un mecanismo judicial subsidiario para evitar la vulneración o amenaza de derechos 

fundamentales solamente de los accionantes y que la naturaleza y razón de ser de la 

acción de amparo debe suponer también la fuerza vinculante suficiente para proteger 

derechos fundamentales de quienes no han acudido directamente a este medio 

judicial, siempre que (i) estas personas se encuentren en condiciones comunes, 

similares o análogas a las de quienes sí hicieron uso de ella y (ii) cuando la orden de 

protección dada por el juez de tutela repercuta, de manera directa e inmediata, en la 

vulneración de derechos fundamentales de aquellos no tutelantes.” 

 

Con base en la citada jurisprudencia, la sentencia T-236 de 20153 señaló que la UARIV 

no puede desconocer el derecho que tienen las personas que han sido víctimas de 

desplazamiento de acceder a la indemnización administrativa, después de haber sido 

incluidas en el registro único de víctimas. 

 

De esta forma, la persona que pretenda reclamar la reparación administrativa por 

cumplir con la calidad de víctima que se describe en el inciso 2° del artículo 3° de la 

Ley 1448 de 2011, deberá, previa inscripción en el Registro Único de Víctimas, 

solicitarle a la UARIV la entrega de la indemnización administrativa a través del 

formulario que esta disponga para el efecto, sin aportar documentación adicional salvo 

datos de contacto o apertura de una cuenta bancaria o depósito electrónico, si la 

entidad lo considera pertinente (art. 151). En ese orden, si hay lugar a ello se entregará 

la indemnización administrativa en pagos parciales o un solo pago total atendiendo a 

criterios de vulnerabilidad y priorización. 

  

En igual sentido, a través del Decreto 1377 de 2014 se reglamenta la ruta de atención, 

asistencia y reparación integral, en particular en lo relacionado con la medida de 

indemnización administrativa a víctimas de desplazamiento forzado, determinándose 

como criterios de priorización para la entrega este tipo de indemnización: (i) el que se 

hayan suplido sus carencias en materia de subsistencia mínima y se encuentre en 

 
3 La sentencia analizó la procedencia de la reparación administrativa para las víctimas del conflicto armado.  
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proceso de retorno o reubicación;  (ii) no estar suplidas sus carencias en materia de 

subsistencia mínima dada la situación de extrema urgencia y vulnerabilidad manifiesta 

por la condición de discapacidad, edad o composición del hogar; y (iii) que pese a que 

se han superado las carencias en materia de subsistencia mínima no se haya podido 

llevar a cabo el retorno o reubicación por razones de seguridad. 

  

Conforme con lo anterior, se concluye que el ordenamiento jurídico vigente contempla 

reglas que permiten a las víctimas del conflicto armado obtener la reparación integral 

para sí y para los miembros de su familia. Entre las medidas de reparación se 

encuentra la indemnización administrativa, cuyo procedimiento de entrega, criterios de 

distribución y montos, está encaminado a optimizar la asignación masiva de 

reparaciones previstas para víctimas del conflicto armado4.  

 

La Ley 1448 de 2011 señala en el artículo 48, parágrafo 3, que es la Unidad 

Administrativa de Atención y Reparación Integral a las Víctimas la entidad encargada 

de coordinar el Sistema Nacional de Atención y Reparación a las Víctimas y la 

ejecución e implementación de la Política Pública de Atención, Asistencia y Reparación 

Integral a las mismas. A esa entidad le corresponde ahora coordinar la labor de entrega 

de las respectivas ayudas. 

 

Así las cosas, la población víctima del delito de desplazamiento forzado tiene derecho 

a que el Estado garantice la entrega de la respectiva indemnización administrativa sin 

desmejorar o complejizar la situación de esta población, razón por la cual esta Corte 

ve con preocupación cómo se le atribuyen mayores cargas administrativas a los 

desplazados como la necesidad de agotar todos los recursos legales o de acudir a 

diferentes instituciones estatales para solicitar la ayuda, sin que reciban una respuesta 

definitiva y eficaz sobre su situación. De hecho, esta Corporación ha expuesto que “por 

el solo hecho de su situación, las personas sometidas a desarraigo pueden exigir la 

atención del Estado, sin soportar cargas adicionales a la información de su propia 

situación, como las que devienen de promover procesos dispendiosos y aguardar su 

resolución”5. 

 

Por ello, cuando las personas víctimas de este tipo de hechos victimizantes acudan 

ante las autoridades para solicitar su reconocimiento como víctimas, deberán ser 

incluidas en el RUV, salvo que la UARIV desvirtúe que la relación fáctica no tiene 

vinculación alguna con el conflicto armado. Asimismo, deberá la Unidad para la 

Atención y Reparación Integral a las Víctimas asignar el respectivo turno GAC a las 

personas que sean incluidas dentro del RUV con la finalidad de que les sea entregada 

la indemnización administrativa a que tienen derecho. 

  

Ahora bien, una vez estudiadas las reglas desarrolladas por esta Corte respecto al 

componente de indemnización administrativa y los escenarios en los cuales se 

entiende que las instituciones estatales desconocen el derecho fundamental a la vida 

en condiciones dignas y al mínimo vital, como insumo para la superación de la 

 
4 Ver sentencia T-142 de 2017. En esta sentencia se resolvieron varios expedientes de tutela acumulados y dirigidos 

contra la UARIV, al considerar los accionantes vulnerados los derechos fundamentales la dignidad humana, 

mínimo vital y petición, ya que, en su criterio dichas entidades no contestaron de fondo los derechos de petición 

interpuestos para obtener la indemnización administrativa, a la que consideraban tener derecho. En la decisión se 

otorga el amparo de los derechos conculcados. 
5 Sentencia T-882 de 2005. 
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situación estructural producida por el fenómeno del desplazamiento forzado, la Sala 

analizará si la protección constitucional a esta población puede ser desconocida a 

pesar de que el reclamante haya sido incluido en el RUV como víctima del conflicto 

armado de acuerdo a lo establecido en la Ley 1448 de 2011. 

 

4. EL CASO CONCRETO 

 

Tal como se indicó en apartes antecedentes, la protección constitucional que por vía 

de la acción de tutela reclama el señor DEYVER ANOTNIO TAPIAS MENA, tiene como 

sustento la omisión en que, afirma, ha incurrido la UNIDAD ESPECIAL PARA LA 

ATENCION y REPARACION INTEGRAL A LAS VICTIMAS, en cuanto no le ha dado 

respuesta a su petición de asignación del turno GAC para el pago de la indemnización 

administrativa por el hecho victimizante de desplazamiento forzado, indemnización que 

considera tiene derecho. 

 

Al efecto, se allegó con el escrito tutelar copia del derecho de petición elevado ante la 

UNIDAD ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS 

VICTIMAS, cotejado el 20 de agosto de 2020, por medio del cual solicita le sea 

notificado el turno GAC y fecha de pago de la indemnización administrativa por 

desplazamiento forzado que le fue reconocida, por haberse cumplido ya los 120 días 

y no le han pagado.  

 

De acuerdo con el artículo 61 de la Ley 1448 de 2011, las personas que hayan sido 

víctimas de desplazamiento forzado deben rendir declaración, dentro de los dos años 

siguientes a la ocurrencia de los hechos ante cualquier entidad de las que componen 

el Ministerio Público, información que hará parte del Registro Único de Víctimas. 

  

Cumplido el requisito establecido, la UARIV deberá asignar el turno GAC, con la 

finalidad de que se haga entrega de la ayuda humanitaria o indemnización 

administrativa a que tiene derecho la víctima.,  El turno GAC se le entrega a las 

personas a las cuales les será reconocida la indemnización administrativa, con la 

finalidad de establecer un orden determinado para cumplir con esta obligación por 

parte de la UARIV. El señalado turno puede ser priorizado si se cumple con los 

requisitos establecidos en la Ley 1448 de 2011, situación que debe ser analizada 

dependiendo de cada caso en concreto, toda vez que una orden de este tipo conlleva 

a un desconocimiento de los derechos de las demás personas que esperan recibir los 

beneficios establecidos en el ordenamiento legal. 

  

En el caso concreto, el señor DEYVER ANTONIO TAPIAS MENA le fue reconocido la 

medida de indemnización administrativa por el hecho victimizante de 

DESPLAZAMIENTO FORZADO, y aplicar el “Método Técnico de Priorización” con el 

fin de disponer el orden de la entrega de la indemnización, mediante la Resolución No. 

04102019-509054 del 13 de marzo de 2020. 

 

Por lo anterior, el señor DEYVER ANTONIO TAPIAS MENA solicitó a la UARIV la 

asignación del turno GAC y la priorización de la indemnización administrativa por ser 

víctima del delito de desplazamiento, como consecuencia del conflicto armado.   

 

Se evidencia, entonces que la UARIV profirió un acto administrativo por el cual 

reconoció al señor Deyver Antonio Tapias Mena la indemnización administrativa por el 
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hecho victimizante de desplazamiento forzado, por lo que es obligación de la UARIV 

asignar el respectivo turno GAC para que le sea entregada la indemnización 

administrativa a que tiene derecho, en especial, teniendo en cuenta que el accionante 

hace parte de un grupo poblacional que es sujeto de especial protección por su 

condición de vulnerabilidad. 

 

Teniendo en cuenta los hechos que dieron lugar a la acción de tutela, es claro que el 

derecho fundamental de petición fue vulnerado por la UARIV, toda vez que no le fue 

asignado el turno GAC al que tiene derecho como víctima del conflicto armado, a fin 

de que el señor Tapias Mena consultar en la página web de la UARIV, la fecha de 

programación del pago de su indemnización.  

 

En consecuencia se tutelará el derecho fundamental de petición al señor DEYVER 

ANTONIO TAPIAS MENA y se ordenará a la Unidad para la Atención y Reparación 

Integral a las Víctimas que en un término cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la 

notificación de la presente providencia,  asigne el turno GAC al señor DEYVER 

ANTONIO TAPIAS MENA con la finalidad de hacerle entrega de la respectiva 

indemnización administrativa a que tiene derecho, por haberle  sido reconocida como 

víctima de desplazamiento forzado, con ocasión del conflicto armado mediante 

Resolución No. 04102019-509054 del 13 de marzo de 2020. 

 

En mérito a lo expuesto, el JUZGADO CIVIL CON CONOCIMIENTO EN PROCESOS 

LABORALES DEL CIRCUITO JUDICIAL DE GIRARDOTA, ANTIOQUIA, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la 

Ley;  

 

FALLA 

 

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de PETICIÓN invocado por el señor 

DEYVER ANTONIO TAPIAS MENA , identificado con c.c. Nº 3.674.152, contra la 

Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 

representada legalmente por su Director, Dr. Ramón Alberto Rodríguez Andrade o 

quien haga sus veces, por lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.  

 

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, se ordena al Dr. Ramón Alberto 

Rodríguez Andrade en calidad de Director  de la Unidad Administrativa Especial para 

la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, o quien haga sus veces, para que 

dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta 

providencia, asigne el turno GAC al señor DEYVER ANTONIO TAPIAS MENA 

identificado con c.c. 3.674.152,  con la finalidad de hacerle conocer el momento de 

la entrega de la respectiva indemnización administrativa a que tiene derecho, por 

haberle  sido reconocida como víctima de desplazamiento forzado, con ocasión del 

conflicto armado mediante Resolución No. 04102019-509054 del 13 de marzo de 

2020. 

 

TERCERO: Advertir a la entidad accionada, al momento de notificar esta providencia 

por el medio más expedito y eficaz posible, que la inobservancia de lo aquí ordenado 

puede generarle las sanciones por desacato en los términos de los artículos 52 y 53 

del Decreto 2591 de 1991. 
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CUARTO: NOTIFÍQUESE esta decisión conforme a lo normado por el artículo 30 del 

Decreto 2591 de 1991, advirtiendo que frente a la presente procede el recurso de 

impugnación dentro de los tres (03) días siguientes a la comunicación. 

 

QUINTO: Si no fuere impugnado este proveído dentro de la oportunidad legal se 

ordena su remisión a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 

(Artículo 31 del Decreto 2591 de 1991). 

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE  

 

 

 

 
DIANA MILENA SABOGAL OSPINA 

 JUEZA  
Firma escaneada conforme el art. 11 del Decreto 491 del 28 de marzo de 2020 del 

Ministerio de Justicia y del Derecho 
 

 


